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La observación de las deficiencias institucionales desde el punto de vista 
norm ativo que refleja el Ente Regulador del servicio de agua potable, Adminis­
tración de Obras Sanitarias de Corrientes (en adelante AOSC), en particular su 
proceso de creación a partir de transform ado de órgano prestatario del servicio 
a órgano controlador del m ism o, crean un m arco propicio para su captura por 
parte de la em presa concesionaria (Aguas de Corrientes SA) o para la politi­
zación de sus decisiones.

La prim era falencia se vincula a la creación del organism o, gozando de 
personalidad juríd ica de derecho público y privado y dotado de autarquía 
financiera y administrativa. Del examen de la ley N° 3.S73 (creación como 
ente prestador del servicio de agua potable y  desagües cloacales) y  los decretos 
N° 5.121 (asignación de funciones como ente regulador) y  N° 4.350 (ampliación 
de sus atribuciones), parecería de imposible cumplimiento dicha autarquía pues 
tanto en sus contrataciones, operaciones de crédito y  en general lo referente 
a la adm inistración de sus bienes, así como la proyección del presupuesto de 
gastos y  cálculo de recursos, plan de trabajos y  el establecim iento del perso­
nal orgánico necesita de la aprobación del Poder Ejecutivo. A l m argen de que 
la concesión del servicio de agua potable se realizó de m anera apresurada y 
al parecer sin reflexionar acerca del im pacto que produciría en los usuarios, 
principales destinatarios del mism o, surge de la lectura de las diferentes nor­
m ativas que la autarquía financiera y  adm inistrativa proclam ada no podría 
existir ya que, entre otras cuestiones, el decreto N° 5.121 estableció que el
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A dm inistrador General organizaba la estructura interna y su funcionamiento, 
elevando por interm edio del M inisterio de Obras y  Servicios Públicos la es­
tructura propuesta para su aprobación por el Poder Ejecutivo (art. 4). El decreto 
N° 4.350 dispuso que la AOSC debe someter a aprobación del Poder Ejecutivo 
las norm as que regulen los trám ites internos referentes a sus contrataciones.

Siguiendo a CASSAGNE2 que sostiene que la autarquía, en térm inos ge­
nerales, consiste en la competencia del ente para autoadm inistrarse de acuerdo 
con norm as dictadas por otra entidad que conserva potestades de control y 
vigilancia, en el caso analizado ella está ausente pues es de sentido común 
suponerla irrealizable si para aspectos esenciales que hacen a lo estructural y 
cotidiano es im prescindible la aprobación de otro.

La autarquía implica en principio una im portante esfera de independencia 
que facilita la conform ación de áreas estatales con un alto grado de especia­
lidad funcional, las que están libradas de la potestad de m ando e interferen­
cias en cuanto a la oportunidad o conveniencia de las decisiones. Por lo que, 
siguiendo a AZPIAZU y SCHORR3, la AOSC deviene en su configuración 
efectiva como m era estructura adm inistrativa-burocrática subsum ida en la 
órbita de un M inisterio tornando escasa o nula su autarquía real.

Una de las claves para el funcionam iento correcto y eficaz de los entes 
reguladores es su independencia e im parcialidad, que deben estar garantiza­
das, advirtiéndose su ausencia en la AOSC frente al poder político de tum o. 
Es así que cuando se suscita un conflicto sobre la interpretación del contrato, 
el organism o debe consultar a la Fiscalía de Estado sobre los problem as de 
índole económica y si bien se afirm a su autarquía, ésta lo será “sin  perju icio  
del con tralo r adm inistrativo del Poder Ejecutivo, el que podrá in tervenirlo

2 CASSAGNE, Juan C.: Derecho Administrativo, T. I, 7a edición, LexisNexis Abeledo- 
Perrot, Bs. As., 2003, pág. 292.
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si las exigencias del buen serv id o  lo h icieran  ind ispensab le...”, como lo que 
hasta el presente ocurre con la  interm inable intervención del organism o aún 
cuando resulta totalm ente im procedente en los entes regulatorios previstos en 
el art. 42 de la Constitución nacional y  el art. 48 de la reform ada C arta M agna 
correntina, incluso en los creados por decreto que revisten el carácter de entes 
autárquicos.4 5

Tal vez el problem a más grave que encontram os en el ente regulador de la 
em presa concesionaria, Aguas de Corrientes S.A., y  por el cual consideram os 
que no constituye un verdadero ente regulador, es su falta de independencia, o 
m ejor dicho, la dependencia que tiene con el Poder Ejecutivo, haciendo que la 
designación o destitución de los funcionarios se encuentre totalm ente contro­
lado por éste, reduciendo al m ínim o el lincam iento con la em presa que surge 
de la form a de financiam iento. BARBARÁ3 entiende que la especialización 
de los Entes supone que los m ismos debieran ser conducidos y m anejados por 
expertos en la especificidad respectiva, esto es, por técnicos, no por políticos. 
Pero para que las decisiones de los expertos sean técnicas, esto es, ajustadas al 
conocim iento de la m ateria a controlar y  regular, es m enester que los mismos 
tengan independencia.

E l ejercicio de la función regulatoria aparece no sólo aconsejado sino 
exigido que se confíe a entes independientes a cargo de expertos, sustrayéndo­
sela, hasta donde fuese posible, a las instancias políticas que, paradójicamente, 
invisten legitim ación democrática directa. En el decreto N° 4.350 se determ ina 
que la designación del A dm inistrador General queda a cargo del Poder Ejecu­
tivo, sin establecer ningún tipo de procedim iento de selección ni tam poco la 
duración del m andato de aquel, sino solam ente los requisitos de que tanto él 
como los Jefes del Departam ento Técnico y  del Departam ento Adm inistrativo, 
Contable, Legal deben ser graduados a nivel universitario en la  ram a de Inge­
niería los prim eros y el últim o en la de Ciencias Económ icas y  ser argentino 
nativo o naturalizado con diez años de ejercicio de la ciudadanía (art. 2 ines. a 
y  c). La falta de m ayares requisitos que los m encionados, de un procedim iento

4GORDILLO, Agustín: Derecho Administrativo, edición digital en www.gordillo.com, 
Cap. X V -5.

5 BARBARÁ, Jorge E.: República Argentina: Ruptura de contratos sociales y la cues­
tión de Entes Reguladores independientes, Segundo Congreso Argentino de Administración 
Pública. Sociedad, Estado y Administración.
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de selección que garantice transparencia e igualdad entre los concurrentes y 
de la duración de los m andatos autorizan a pensar que el diseño del ente y  su 
estructura interna se asemeja a una especie de “apéndice” del Poder Ejecutivo, 
respondiendo a los intereses partidarios de tum o. A  diferencia de Corrientes 
y  a modo de ejemplo, en M endoza se creó por ley N° 6.044 el Ente Provincial 
del Agua, organismo autárquico del Estado con plena capacidad juríd ica para 
actuar en los ámbitos del Derecho Público y Privado. Su presidente es desig­
nado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado provincial, traduciendo 
una suerte de relativa equidistancia del poder político de tum o al precisar del 
acuerdo de la Cám ara Alta, que garantiza con el debate del candidato propues­
to mayor discusión respecto a sus calidades técnicas y  profesionales para evitar 
que éste no responda a los intereses de la A dm inistración Central.

Resulta a todas luces prim ordial m ecanismos de designación de las per­
sonas que ocuparán los cargos, de los cuales el de concurso público es muy 
propugnado por la m ayoría de la doctrina. Facultando al Poder Ejecutivo la 
elección se dificulta que la AOSC actúe como órgano independiente, por ello 
es adecuado que el poder de elección esté en m anos del Poder Legislativo, 
quien debe pronunciarse de acuerdo a una tem a elevada por las universidades 
nacionales y  privadas y que dicha selección se realice por concurso público, 
entre las personas con antecedentes en los campos científicos y  técnicos que 
tienen trascendencia para la actividad del ente regulador.

El condicionamiento del poder político se puede dar, asimismo, a través 
del manejo presupuestario incompatible, en rigor, con la autarquía, ya que la 
AOSC, continuando con las mismas atribuciones conferidas en la ley N° 3.573, 
está lim itada en este punto por el Poder Ejecutivo quien debe aprobar el pro­
yecto anual de Presupuesto de Gastos y  Cálculo de Recursos así como el Plan 
de Trabajos (art. 4 inc. f). Además, la autarquía resulta seriam ente afectada en 
otras situaciones previstas por la normativa, como ser: precisa autorización del 
Poder Ejecutivo para realizar operaciones de créditos con instituciones oficia­
les, privadas o m ixtas, nacionales o extranjeras (inc. a), establecer el régim en 
del personal de su dependencia a los efectos de proponer al Poder Ejecutivo su 
designación y promociones, en los cargos de su estructura orgánica (inc. h), ce­
lebrar, ad-referendum del Poder Ejecutivo, convenios con entidades nacionales, 
provinciales y  municipales para el cumplimiento de sus fines (inc. k), proponer 
al Poder Ejecutivo los reglamentos de orden técnico, de viáticos, compensacio­
nes y  reintegro de gastos y  de concesión de prem io y  estímulo a su personal
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y los demás previstos en esta ley y todo otro necesario para el m ejor ejercicio 
de las facultades otorgadas por la m ism a (inc. 1). Ejemplos de esta m agnitud 
dan la pauta de la influencia e introm isión del Poder Ejecutivo, perturbando la 
autarquía e independencia del ente regulador respecto a aquel, en detrim ento 
de los ñnes a los que debe servir sin interferencias de ninguna índole.

La ausencia de independencia técnica tam bién ha quedado com probada 
con sólo observar el grado de participación en calidad de m eros asesores téc­
nicos en la tram itación de las renegociaciones de los contratos vinculados a la 
prestación de servicios públicos.6 Esto aconteció con la AOSC en el afio 2.004 
cuando por Decreto N° 2.962 se homologó el Acuerdo M arco celebrado con la 
em presa concesionaria del servicio de agua potable y  desagües cloacales, ya 
que la provincia se adhirió por ley provincial N° 5.429 a los arts. 8o, 9o y 10° 
de la ley nacional N° 25.561 de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen 
Cam biario, facultándose al Poder Ejecutivo a renegociar los contratos que tu ­
vieran por objeto la prestación de servicios públicos en el ámbito provincial, y 
que se vieran im pactados por la Em ergencia declarada. En dicha oportunidad 
la AOSC elevó al Poder Ejecutivo un inform e técnico circunstanciado en el 
cual se detallaba con precisión, el estado de las redes de provisión de agua 
potable y  desagües cloacales, así como tam bién, las distintas obras necesarias 
para la prestación de este servicio esencial, del que surgía una situación de 
agravam iento como consecuencia de las condiciones generales de la provincia 
de C orrientes, como así tam bién, del país que son de público y notorio, las 
cuales han quedado reflejadas, entre otras norm as, con las contenidas en el 
régim en de la Ley de Em ergencia Pública N° 25.561.

O tra cuestión trascendente, y  vinculada a las falencias estructurales ob­
servadas, es el escaso o nulo conocim iento de los usuarios correntinos acerca 
de la existencia de la AOSC como ente regulador y las form as de reclam o que 
poseen, en muchos casos producto de la ausencia de conocim ientos técnicos 
que les perm itan canalizar sus quejas adem ás del hecho de que el organism o 
controlador no fue investido norm ativam ente de la función jurisdiccional ante 
los reclam os de los usuarios del servicio. Sin embargo ello no im plica que no 
puedan com prom eterse y  actuar al servicio del bien común, que se obtiene a 
través de una medida m ódica de buena conducta pública, de obediencia a leyes

‘PÉREZ HUALDE, Alejandro: Sistema de protección constitucional del usuario de los 
servicios públicos: fundamentos y dificultades, Academia Nacional de Derecho y Ciencias 
Sociales de Córdoba, http://www.acader. unc.edu.ar, 2006.

http://www.acader
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legítim as, y sobre todo a una capacidad de participación activa m ínim a en la 
cosa pública.

FANELLI EVANS7 señala alguna de las asim etrías que peijudican la par­
ticipación y control por parte del usuario, aplicables al ámbito de la provincia 
de Corrientes, a saber:

-C onfusión entre las diversas norm as que regulan los distintos servicios 
públicos, estableciendo distintos requisitos y  trám ites para reclam ar.

-D esconocim iento de m últiples direcciones y teléfonos de los entes re­
guladores. Si bien cada tanto éstos hacen publicidad, lo cierto es que a la hora 
de presentarse inconvenientes, sus datos no siempre están a la m ano de los 
consumidores. D ebería incluirse esta publicidad al dorso de las facturas de 
cada servicio.

-D esinform ación. Am én de que las cuestiones num éricas relativas a 
cada servicio en particular son de por sí complejas, el consum idor carece de 
la adecuada inform ación para el correcto encuadre de su queja e incluso para 
discernir si ésta está justificada. Los concesionarios se preocupan por satinar 
al ente regulador y a los consum idores de inform ación favorable a sus intere­
ses, ocultando la que puede fundam entar impugnaciones o reclamos. La única 
posibilidad de detectar esto es m ediante el cruce de inform ación con otros 
prestadores, siempre que el servicio no sea monopólico y exista una verdadera 
com petencia no pasible de oligopolio. De cualquier modo, el ente debiera fa­
cilitar la inform ación a su alcance a los consumidores y  las Asociaciones que 
defienden sus intereses (art. 42, párr. Io, Constitución Nacional).

-F alta  de tiem po para análisis de la inform ación. Aun cuando se tenga 
acceso a la inform ación disponible, debe otorgarse suficiente tiem po para su 
análisis o procesam iento para quienes no están fam iliarizados con ellos. En 
este sentido, deben alargarse los plazos para presentaciones por parte de los 
consumidores y  las asociaciones que los representa (art. 42, párr. 3o, Consti­
tución Nacional).

—Asesoramiento jurídico y técnico. Casi nunca el usuario cuenta con esa 
clase de asesoram iento en calidad y cantidad suficiente. El ente regulador res­
pectivo a su requerim iento debiera garantizarlo (art. 42, párr. 2o, Constitución 
Nacional).

7 FANELLI EVANS, Guillermo: La reforma de la Constitución Nacional y los Entes 
reguladores (La posición jurídica del usuario. Las audiencias públicas), LL 1995-A, 1044.
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-A decuada publicidad de sus actos. A  este respecto se observa que el 
B oletín O ñcial de la  República A rgentina ba adoptado el errado sistem a de 
publicar a menudo los actos de los entes reguladores (verdaderos actos adm i­
nistrativos) bajo el rótulo genérico de “Avisos”, sin resum en de su contenido 
en el pertinente Sum ario de prim era página. Este equivocado proceder atenta 
contra el derecho de defensa de usuarios y  consum idores y  seguram ente habrá 
de dar lugar a m ás de una cuestión por falta de conocim iento por errónea pu­
blicación, fecha de entrada en vigencia de actos de alcance general, etcétera.

A  m odo de com paración respecto al tópico de análisis, cabe señalar la 
experiencia de la provincia de Rio Negro en la que se han privatizado o re­
convertido en sociedades del Estado, como paso previo a su privatización, 
distintos organism os prestadores de servicios públicos, algunos de ellos alta­
m ente eficientes y  especializados en el cum plim iento de sus funciones, como 
es el caso del ex D epartam ento Provincial de A guas (en adelante DEA), que 
funciona actualm ente como ente regulador de sus antiguas funciones como 
prestador del servicio de agua potable, asum idas por A guas Rionegrinas So­
ciedad del Estado (en adelante ARSE) y actualm ente Aguas R ionegrinas So­
ciedad Anónim a (en adelante ARSA). Este proceso es sim ilar a lo acontecido 
en la  provincia de Corrientes en la que el organism o prestador se convirtió en 
ente regulador.

Im porta destacar que, a  diferencia de Corrientes que nada ha dispuesto 
respecto a los reclam os de los usuarios, en Río N egro los procedim ientos 
que perm iten viabilizarlos están estipulados en el m arco regulatorio, en los 
contratos de concesión y en el Reglamento del U suario que fuera aprobado en 
su m om ento por ARSE (actualm ente ARSA) y el DPA. Este reglam ento fue 
distribuido a todos los usuarios vinculados a ARSE, indicando que los recla­
mos deben presentarse en una prim era instancia y  en todos los casos frente al 
prestador. Por su parte el DPA habilitó al m ism o tiem po una línea telefónica 
gratuita para brindar a los usuarios orientación ante consultas o reclamos pero 
no con la  intención de recepcionar n i dar respuesta a esos reclam os. En los 
casos de los servicios de agua y  saneam iento, los reclam os que se recepcionan 
se encuentran fundam entalm ente referidos a problem as de facturación y no a 
la calidad de los servicios.
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Resulta interesante la organización del ente regulador del servicio de agua 
potable en Río Negro, ya que si bien atravesó un proceso sim ilar al de Corrien­
tes, este modelo plantea una nueva vinculación entre el Estado, el Usuario, la 
Em presa y  el Ente Regulador, aún cuando queda mucho camino por recorrer 
para lograr perfeccionarlo.

Como colofón de todas las observaciones hechas, se pueden extraer mu­
chas conclusiones del análisis realizado. Por una parte podría decirse que si 
bien en A rgentina se pretendió tom ar como antecedente de los actuales entes 
reguladores al modelo norteam ericano, la realidad dem uestra que los organis­
mos de contralor, especialm ente la AOSC, se acercan m ás al modelo de Gran 
Bretaña, organizado como departam ento adm inistrativo con sujeción al poder 
político de tum o. Comparando los sistemas norteamericano y británico, puede 
observarse que las “independent agencies” del prim ero de ellos se reservan un 
mayor poder de decisión respecto del Poder Ejecutivo, poseen un esquema de 
adm inistración que apunta a la  descentralización efectiva de las funciones y 
las ejercen por m edio de acciones básicam ente regladas. En cambio en el sis­
tem a británico existe un mayor grado de discrecionalidad y, por otra parte, las 
agencias sólo poseen autonomía funcional, quedando sujetas a un mayor nivel 
de dependencia del gobierno, situación sim ilar a la que acontece en Corrientes.

Actualm ente los entes reguladores no gozan plenamente de las caracterís­
ticas mencionadas, ya sea o porque dependen económicamente de los recursos 
que la A dm inistración les desea asignar coartando su campo de acción, o su 
plantel de personal es designado y rem ovido por ella, o su ausencia como tri­
bunal adm inistrativo en las cuestiones que les compete, entre otros. Sin recur­
sos, n i personal idóneo, n i la asunción de su papel jurisdiccional es imposible 
que cum plan las características de un verdadero ente de control.

Resulta necesario reconocer que un regulador es un “agente” con m últi­
ples “principales” (vgr., el poder político, diferenciado en los distintos poderes 
o partidos políticos dependiendo del contexto relevante, los grupos de interés, 
tam bién clasificables de acuerdo a su rol -em presa regulada, com petidoras, 
consumidores, etc.), y  que el diseño de su autonom ía debe lograr un “equili­
brio” satisfactorio o “eficiente”, anticipando que dicho agente estará expuesto a 
recibir incentivos contradictorios por parte de los distintos principales. Así, no 
debe esperarse que el desempeño deseado de estos organismos sea una función
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creciente de la autonom ía con la que se la diseña, sino que es comprensible 
que existan distintos grados de autonom ía (del poder político) deseables como 
form a de alcanzar ese equilibrio eñciente dependiendo del contexto en que 
se desem peñe esa agencia (vgr., en función de los m andatos que reciba, con 
distinta fúerza, de sus distintos “principales”, de la “asim etría inform ativa” 
existente, y  de la capacidad reactiva para corregir desvíos de m agnitud). Esto 
arroja una luz distinta al concepto y valoración de la “autonomía” de las agen­
cias públicas.8

El encauce institucional para lograr las cualidades de “autarquía”, “in­
dependencia” y “neutralidad” en un organism o adm inistrativo de este tipo, 
implica necesariam ente excluirlo de la relación jerárquica, o si se preñere, de la 
relación de tutela adm inistrativa. Es decir, requiere la conformación de una bu­
rocracia profesional políticam ente neutral. Reviste trascendental im portancia 
el sistem a que arbitre la ley para la designación y  rem oción de los funcionarios 
que encabezan estas autoridades independientes. En este contexto, REIRIZ9 
sostiene que la independencia se logra m ediante:

• un alto rango de la norm a de descentralización (la propia Constitución o la 
ley), m áxim e desde la vigencia del art. 5 inc. a) de la ley 25.152;

• una gran independencia de los órganos directivos, asegurada por la form a 
de elección (posiblemente, algún tipo de acto complejo con intervención del 
Poder Ejecutivo y el Congreso), la estabilidad, la rem oción no discrecional 
y  la no sujeción a órdenes e instrucciones;

■ la atribución de com petencias decisorias (no consultivas), exclusivas o 
excluyentes (no indistintas), no sujetas a autorizaciones o aprobaciones;

■ el control de legalidad de sus actos y  contratos directam ente por los órganos 
judiciales, sin recurso de alzada ante el Poder Ejecutivo;

• la autarquía económ ica, asignándole legislativam ente recursos genuinos, 
provenientes de im puestos y  tasas que gravan la actividad controlada. A 
estas condiciones, CARRILLO la regla de la renovación sucesiva, no si­

8 URBIZTONDO, Santiago y otros: La Autonomía de los Entes Reguladores Argentinos: 
Agua y Cloacas, Gas Natural, Energía Eléctrica y Telecomunicaciones.

9 Citado por CARRILLO, Santiago en Entes reguladores: rumbo a las autoridades ad­
ministrativas independientes, ElDial.com, Suplemento de Derecho Económico, Doctrina, 18 
de Noviembre de 2005 -  Afio VIII -  N° 1916.
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m ultánea, previendo una discontinuidad con el m andato presidencial que 
im pida que todos los miembros del directorio de un ente sean designados 
por un solo Presidente.

Finalm ente deviene necesario contar con usuarios educados que conoz­
can todas las aristas que reviste la relación de consumo y de servicios, como 
condición necesaria y  previa para que participe activam ente en la  regulación, 
orientación y transform ación del servicio público a través de sus decisiones. 
Para ello el Estado debe garantizar el pleno acceso de los usuarios a los entes 
reguladores a fin de interponer sus quejas o reclam os en punto al ñel cum­
plim iento de las obligaciones contraídas por las empresas prestatarias de los 
servicios (en este caso, Aguas de Corrientes SA), en especial en m ateria de 
formación de precios, tarifas e información. Es que como lo añrm a FANELLI 
EVANS10 11 “el consum idor o u suario , al a lzarse  co n tra  u n a  ileg itim idad  o 
una in ju stic ia , está  contribuyendo a l buen funcionam iento del sistem a”. 
En consonancia a esto FELDER y LÓPEZ11 destacan el M odelo Ciudadano en 
el que además de que el usuario sea escuchado, debe colaborar en la solución 
de los problem as que lo aquejen como tal, en contraposición al M odelo de la 
Orientación al Cliente, en el cual se privilegia la provisión de inform ación y 
el conocim iento de la opinión de los receptores de los servicios públicos para 
m ejorar la calidad de las prestaciones, dificultando su capacidad de decisión 
sobre los objetivos públicos a conseguir.

10 Citado por GOLDENBERG, Isidoro H. y Néstor A. CAFFERATTA en El papel del 
Estado en la etapa de posprivatización. Los entes reguladores, LL 1998-F, 1172.

11 FELDER, Ruth y Andrea LÓPEZ: Participación de los usuarios en el control de los 
servicios públicos privatizados. La experiencia argentina, publicado en la Revista del CLAD 
Reforma y Democracia, N° 14, Caracas, 1999, pág. 3.


